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Honorable Presidente Pacheco:

Reciba un cordial saludo y mis más sinceras muestras de respeto. Por medio de la presente, me

permito someter a su consideración, para su inclusión en la agenda de la próxima sesión

ordinaria de la Cámara de Diputados, el Proyecto de Ley que modifica el artículo 112 de la

Ley núm. 74-25, Orgánica que instituye el Código Penal de la República Dominicana.

La presente iniciativa tiene como propósito perfeccionar la redacción vigente del referido

artículo, a fin de garantizar una aplicación más clara, precisa y acorde con los principios de

seguridad jurídica, legalidad y proporcionalidad que deben regir el derecho penal dominicano.

La experiencia comparada y la técnica legislativa moderna exigen que los tipos penales y las

disposiciones de carácter sancionador estén redactados de manera inequívoca, evitando

interpretaciones contradictorias o escenarios de incertidumbre jurídica que puedan afectar

tanto a los ciudadanos como a los operadores del sistema de justicia. En ese sentido, la

modificación propuesta procura corregir aspectos que han generado preocupación y debate
en distintos sectores de la sociedad, fortaleciendo la certeza jurídica y contribuyendo a una

aplicación más uniforme de la norma, sin alterar los principios fundamentales que inspiraron la

aprobación de la Ley núm. 74-25.

La iniciativa también responde al compromiso permanente de esta Cámara de revisar y

perfeccionar las leyes cuando la experiencia práctica, el análisis técnico o las observaciones de

los distintos sectores evidencien oportunidades de mejora. Una legislación moderna no solo

debe sancionar conductas, sino hacerlo con claridad, precisión y respeto a los derechos y
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garantías constitucionales. Por la relevancia jurídica y social de esta propuesta, solicitamos

respetuosamente que la misma sea incluida en la agenda de la próxima sesión ordinaria para
su conocimiento, discusión y eventual remisión a la comisión correspondiente.

Agradeciendo de antemano su atención a la presente, quedo a la espera de su favorable
acogida.

Atentamente,

fli ■>
t

c

Diputada de la República
Por la Provincia de Puerto Plata

Cir. Núm. 1
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PROYECTO DE LEY QUE MOSÍFíe^ •tWM^TTOlfíiCfiS 112 DE LA LEY NÚM. 74-25,
ORGÁNICA QUE INSTITUYE EL CÓDIGO PENAL DE LA REPÚBLICA DOMINICANA,

PARA PRECISAR LA RESPONSABILIDAD PENAL CULPOSA EN EL EJERCICIO DE LAS

PROFESIONES Y SERVICIOS DE SALUD

EL CONGRESO NACIONAL

En Nombre de la República

CONSIDERANDO PRIMERO: Que la Constitución de la República Dominicana reconoce

la dignidad humana como fundamento del Estado social y democrático de derecho,

garantiza el derecho a la vida, la integridad personal, la libertad y seguridad individual, el

derecho a la salud, la tutela judicial efectiva, el debido proceso, la presunción de

inocencia y el principio de legalidad;

CONSIDERANDO SEGUNDO: Que el Estado dominicano tiene la obligación

constitucional de proteger la vida y la salud de las personas, así como de garantizar a los
pacientes mecanismos efectivos de reclamación y sanción frente a actuaciones dolosas,

fraudulentas, temerarias, negligentes o contrarias a la lex artis en la prestación de
servicios de salud;

CONSIDERANDO TERCERO: Que la medicina y las demás profesiones de salud

constituyen actividades esenciales para la preservación de la vida y la recuperación de la
salud, pero también son actividades científicas, técnicas y humanas que se desarrollan en

contextos de riesgo permitido, urgencia, incertidumbre diagnóstica, limitaciones

institucionales, evolución natural de enfermedades y posibles complicaciones inherentes
a los procedimientos clínicos, quirúrgicos, terapéuticos o diagnósticos;

CONSIDERANDO CUARTO: Que la mera ocurrencia de un resultado adverso, lesión,

incapacidad, complicación o muerte en ocasión de un acto médico o sanitario no debe

presumirse automáticamente como una infracción penal, pues ello podría provocar
inseguridad jurídica, medicina defensiva, rechazo injustificado de casos complejos o de

alto riesgo, y afectación del acceso oportuno de los pacientes a servicios de salud;

CONSIDERANDO QUINTO: Que el derecho penal debe reservarse para las conductas

más graves y reprochables, de conformidad con los principios de legalidad, culpabilidad,

lesividad, proporcionalidad, intervención mínima, debido proceso y presunción de
inocencia;
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CONSIDERANDO SEXTO: Que la Ley núm. 74-25, Orgánica que instituye el Código

Penal de la República Dominicana, sanciona en su artículo 112 los atentados culposos

contra la vida y en su artículo 150 las infracciones culposas que provocan enfermedad o
incapacidad laboral, pero dichas disposiciones, por su carácter general, requieren una
precisión normativa cuando sean aplicadas a actos médicos, quirúrgicos, diagnósticos,

terapéuticos, anestésicos, farmacológicos, obstétricos, odontológicos, de enfermería,

emergencia, traslado, rehabilitación o cualquier otra prestación sanitaria;

CONSIDERANDO SÉPTIMO: Que la precisión normativa propuesta no procura

establecer privilegios ni impunidad para profesionales, técnicos, auxiliares, centros de

salud, clínicas u hospitales, sino diferenciar adecuadamente entre complicación médica,

resultado adverso, error clínico no penal, responsabilidad civil o disciplinaria, falla

institucional y conducta penalmente reprochable;

CONSIDERANDO OCTAVO: Que la persecución penal de hechos vinculados al ejercicio

de profesiones de salud debe fundamentarse en criterios técnicos objetivos, tales como

la infracción grave del deber objetivo de cuidado, la violación de la lex artis, la

inobservancia grave de protocolos o guías clínicas aplicables, el nexo causal directo, la

previsibilidad y evitabilidad del resultado, y la existencia de peritaje especializado e

independiente;

CONSIDERANDO NOVENO: Que el derecho comparado ofrece precedentes legislativos

útiles para delimitar la responsabilidad penal médica, como el Código Penal de Portugal,

que excluye la consideración de lesión penal respecto de intervenciones y tratamientos

médico-quirúrgicos realizados conforme al estado de los conocimientos médicos y a las

leges artis; el Código Penal italiano, que prevé una regla especial de responsabilidad

culposa en el ámbito sanitario vinculada a guías clínicas y buenas prácticas; y el Código

Qrgánico Integral Penal de Ecuador, que establece expresamente que la mera

producción del resultado no configura infracción al deber objetivo de cuidado.

CONSIDERANDO DÉCIMO: Que otros modelos comparados, como Francia, Canadá y

España, permiten valorar las diligencias normales conforme a las funciones,

competencias, poderes y medios disponibles; protegen la intervención quirúrgica

realizada con cuidado y habilidad razonables en atención a las circunstancias del

paciente; y distinguen entre grados de imprudencia para evitar respuestas penales

desproporcionadas.

CONSIDERANDO UNDÉCIMO: Que la República Dominicana es parte de tratados

internacionales que obligan al Estado a proteger la vida, la integridad, la libertad

personal, las garantías judiciales, el principio de legalidad y el derecho a la salud,

incluyendo la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el Pacto Internacional de

Derechos Civiles y Políticos y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales.



CONSIDERANDO DUODÉCIMO: Que resulta necesario armonizar la protección efectiva

de los pacientes con la seguridad jurídica de quienes ejercen profesiones y servicios de

salud, garantizando que ninguna persona sea penalmente perseguida por el solo hecho
de haber intervenido en un acto sanitario cuyo resultado fue adverso, salvo que se
demuestre de forma técnica, objetiva y suficiente una conducta penalmente reprochable.

VISTA: La Constitución de la República Dominicana;

VISTA: La Convención Americana sobre Derechos Humanos;

VISTO: El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos;

VISTO: El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales;

VISTA: La Ley núm. 74-25, Orgánica que instituye el Código Penal de la República
Dominicana;

VISTA: La Ley núm. 42-01, General de Salud;

VISTA: La Ley núm. 87-01, que crea el Sistema Dominicano de Seguridad Social;

VISTA: La Ley núm. 107-13, sobre los Derechos de las Personas en sus Relaciones con la

Administración y de Procedimiento Administrativo;

VISTO: El Código Procesal Penal de la República Dominicana;

VISTOS: Los principios de legalidad, culpabilidad, proporcionalidad, debido proceso,

presunción de inocencia, intervención mínima del derecho penal, seguridad jurídica,

protección efectiva de la salud y tutela judicial efectiva.

HA DADO LA SIGUIENTE LEY:

CAPITULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.- Objeto. La presente ley tiene por objeto modificar el articulo 112 de la Ley

núm. 74-25, Orgánica que instituye el Código Penal de la República Dominicana, a los

fines de precisar los criterios de imputación penal culposa en el ejercicio de profesiones,
actividades, actos y servicios de salud.

Artículo 2.- Finalidad. La presente ley tiene como finalidad garantizar la protección

efectiva de los pacientes, la seguridad jurídica de los profesionales, técnicos, auxiliares y

prestadores de servicios de salud, el respeto al debido proceso, la aplicación de la lex

artis y la adecuada diferenciación entre resultado adverso, complicación médica error



clínico no penal, negligencia civil o disciplinaria, falla institucional y conducta penalmente

reprochable.

Artículo 3.- Principio rector. La mera producción de un resultado adverso, lesión,

enfermedad, incapacidad, complicación o muerte en ocasión de un acto o servicio de

salud no configura por sí sola responsabilidad penal culposa.

CAPÍTULO II

MODIFICACIÓN DEL ARTÍCULO 112 DE LA LEY NÚM. 74-25

Artículo 4.- Modificación del artículo 112. Se modifica el artículo 112 de la Ley núm.

74-25, Orgánica que instituye el Código Penal de la República Dominicana, para agregar

los párrafos III, IV, V, VI, Vil y VIII, y que en lo adelante disponga de la manera siguiente:

Artículo 112.- Atentados culposos contra la vida. Quien por torpeza, imprudencia,
inadvertencia o negligencia cause u ocasione la muerte a otro será sancionado con dos a

tres años de prisión menor y multa de nueve a quince salarios mínimos del sector público.

Párrafo I.- Quien a sabiendas de las consecuencias que puedan derivar de su torpeza,
imprudencia, inadvertencia, inobservancia o negligencia provoque la muerte de una

persona, será sancionado con la pena de prisión de tres a cinco años y multa de nueve a

quince salarios mínimos del sector público.

Párrafo II.- El propietario, o la persona que ostente la posesión o el dominio, de un

inmueble o instalación destinada a la operación de comercio, espectáculos de cualquier

naturaleza, aparcamiento de vehículos, hospedaje, prácticas o competencias deportivas,

reuniones o convenciones, o cualquier otra actividad pública, privada o comercial, que en
violación a las normativas lo obliguen a introducir las reparaciones que sean necesarias, o

a observar regulaciones específicas de construcción y seguridad física, a realizar

ampliaciones con la debida autorización, provoque la muerte de varias personas, será
sancionado de la manera siguiente;

1. Si muere una persona, se sancionará con cinco años de prisión menor y multa de

nueve a quince salarios mínimos del sector público;

2. Si mueren dos a cinco personas, se sancionará con cinco a diez años de prisión
mayor y multa de diez a veinte salarios mínimos del sector público;

3. Si mueren más de cinco personas, se sancionará con diez años de prisión mayor y

multa de veinte a treinta salarios mínimos del sector público.

Párrafo III.- Cuando la muerte se alegue producida en ocasión de un acto médico,

quirúrgico, obstétrico, anestésico, terapéutico, diagnóstico, farmacológico, odontológico,

psicológico clínico, de enfermería, emergencia, traslado, rehabilitación o cualquier otro
servicio sanitario prestado por profesionales, técnicos o auxiliares de la salud



debidamente habilitados, la mera producción del resultado adverso, complicación, lesión

o muerte no configurará por sí sola la infracción prevista en este artículo.

Párrafo IV.- En los casos previstos en el párrafo anterior, la responsabilidad penal culposa
del profesional, técnico o auxiliar de la salud solo procederá cuando se pruebe, mediante
peritaje técnico especializado y con observancia del debido proceso, la concurrencia
conjunta de los elementos siguientes:

1. La existencia de una infracción grave del deber objetivo de cuidado que

personalmente correspondía al imputado;
2. La inobservancia grave de leyes, reglamentos, normas sanitarias, protocolos,

manuales, guías clínicas, reglas técnicas, buenas prácticas clínico-asistenciales o lex

artis aplicables al caso concreto;

3. La existencia de un nexo causal directo, cierto y determinante entre la infracción

grave imputada y el resultado de muerte;

4. Que el resultado haya sido objetivamente previsible y evitable conforme al estado

de los conocimientos científicos disponibles al momento del hecho, las

condiciones clínicas del paciente, el grado de formación del profesional, la
urgencia de la atención y los medios reales disponibles;

5. Que el resultado no provenga exclusivamente de la evolución natural de la

enfermedad, condiciones propias del paciente, caso fortuito, fuerza mayor,

complicación inherente al procedimiento, conducta de terceros, negativa

informada del paciente, falta de insumos o limitaciones institucionales no

imputables personalmente al profesional de la salud, siempre que este haya
actuado de manera razonable conforme a sus posibilidades reales de atención,

referencia, documentación, comunicación o mitigación del riesgo.

Párrafo V.- Para los fines de este artículo, se entenderá por lex artis el conjunto de reglas
científicas, técnicas, éticas y profesionales aceptadas para la prestación de servicios de
salud, apreciadas según el estado de los conocimientos disponibles al momento del
hecho, las circunstancias concretas del caso, las condiciones del paciente, el nivel de
complejidad del centro de salud, los recursos efectivamente disponibles y las buenas

prácticas aplicables a la especialidad correspondiente.

Párrafo VI.- El consentimiento informado, la firma de descargo, autorización o aceptación

de riesgos por parte del paciente o de sus representantes no excluirá la responsabilidad
penal cuando se compruebe una infracción grave de la lex artis, actuación temeraria,

dolo, fraude, falsificación, abandono deliberado o violación consciente de protocolos
esenciales de seguridad del paciente.

Párrafo Vil.- No obstante lo dispuesto en los párrafos anteriores, serán penalmente
sancionadles, conforme a este Código, las conductas de profesionales, técnicos o

auxiliares de la salud que, en el ejercicio de sus funciones, causen la muerte de una

persona mediante actuación dolosa, abandono deliberado, negativa injustificada de

atención en situación de emergencia cuando exista deber legal de asistencia, falsificación






